Pago por consignación - procedencia

Expte. Nº 43665 BERRUTI SILVIA CARINA C/ BILOS CRISTIAN GUILLERMO Y BILOS MARIA CECI LIA S/ Consignación de Alquileres

Nº de Orden: 16.-
Libro de Sentencias Nº 51

/NIN, a los 09 días del mes de Febrero del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43665 caratulada: "BERRUTI SILVIA CARINA C/ BILOS CRISTIAN GUILLERMO Y BILOS MARIA CECILIA S/ Consignación de Alquileres", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Rosas y Guardiola.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Duran, dijo:
                      I- A fs. 179/185vta. el Sr. Juez a cargo del Juzgado de Paz Letrado de Rojas dicta sentencia, por la que rechaza el pago por consignación intentado por Silvia Carina Berruti contra Cristian Guillermo Bilós y María Cecilia Bilós. Impone las costas en un 70% a la actora y en el 30% restante a la codemandada Bilós, y fija los honorarios de los profesionales intervinientes, excepto los de la Dra. Bilós, por considerar que no le corresponde regulación, por desempeñarse la misma en causa propia y resultar parcialmente condenada en costas.

                      De tal modo, rechaza la pretensión encaminada a consignar judicialmente el pago de los alquileres correspondientes a la locación celebrada entre la accionante y Cristian Bilós, de un inmueble cuya propiedad se atribuye la codemandada María Cecilia Bilós, pretendiendo ambos codemandados el cobro de los arriendos.

                       Para adoptar tal decisión, el Dr. Fernández considera que como el contrato de locación ha sido reconocido por todas las partes del juicio, el locatario está obligado a pagar los alquileres al locador, quien no se ha negado a recibirlos.

                       El análisis de la cuestión, dice el sentenciante, debe efectuarse en base al contrato de locación, resultando ajeno a la misma, el tema de la propiedad del inmueble, el que deberá dilucidarse entre los codemandados.

                       Agrega el "a quo" que el pago del precio debe hacerse al locador, aunque el mismo no sea el propietario del bien, razonamiento del que concluye que no existían dudas acerca del derecho de Cristian Bilós para cobrar los alquileres; por lo que rechaza la consignación.

                        Pese a ello, el Dr. Fernández impone parcialmente las costas a la codemandada Bilós, argumentando que la confusión de la locataria que motivó la iniciación del presente proceso, se originó en la obstaculización producida por aquella mediante la intimación efectuada a esta última para que no le abone los alquileres al locador.

                        II- Contra este pronunciamiento, Silvia Carina Berruti deduce apelación a fs. 210; e idéntica impugnación interpone María Cecilia Bilós a fs. 216.

                        III- Concedidos libremente ambos recursos, se remite el expediente a esta Alzada, donde a fs. 226/227vta. se agrega la expresión de agravios presentada por la codemandada Bilós, quien cuestiona la parcial imposición de costas a su parte.

                        IV- Paralelamente, a fs. 228/232 la accionante presenta la expresión de agravios, donde sostiene que el "a quo" se equivocó al considerar que como el contrato de locación no fue negado por los demandados, no existían dudas respecto de la persona a quien debían pagarse los arriendos, ya que Cecilia Bilós sostuvo haber desautorizado a su hermano para que continúe representándola, y exigió en consecuencia que los alquileres se le paguen a ella.

                         Esta conducta de la codemandada -continúa diciendo la actora- instaló una razonable duda acerca de a quien debían abonarse los cánones locativos.

                         Asimismo, la apelante argumenta que existió una contradicción en el razonamiento del sentenciante, puesto que, por un lado, afirmó que no existían dudas de quien era el acreedor; y por otro, sostiene que la confusión la generó Cecilia Bilós.

                         Finalmente, solicita que, aún de confirmarse la sentencia, las costas se impongan íntegramente a la mencionada codemandada.

                         V- Corrido traslado de las reseñadas expresiones de agravios, se agregan las siguientes contestaciones: a fs. 236/237vta. la efectuada por María Cecilia Bilós, quien solicita el rechazo de la apelación de la actora; a fs. 238/240vta. la de esta última, quien solicita el rechazo de la apelación deducida por aquella; y a fs. 252 la presentada por el Dr. Gustavo Eliseo Trotta, quien en su rol de apoderado de Cristian Bilós, peticiona la confirmación del pronunciamiento impugnado.

                         A fs. 253 se dicta el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

                        VI- En tarea decisoria, comienzo por recordar que el pago por consignación es aquel realizado con intervención judicial, que posibilita la liberación forzada del deudor, en caso de que existan dificultades para que éste efectúe el pago directamente al acreedor (art. 756 C.Civil).

La consignación es procedente, entre otros supuestos, cuando el deudor tiene dudas razonables acerca de la titularidad del crédito que debe satisfacer (art. 757 inc. 4° del Código Civil).

                         La razonabilidad de tales dudas, dependerá de laevaluación detenida de las circunstancias particulares de cada caso (conf. Oscar J. Ameal, Código Civil y Leyes complementarias comentado, anotado y concordado Dir. Belluscio, Coord. Zannoni", T°3, pág. 544).

                        A pesar de la redacción del inc. 4° del art. 757 del Código Civil, que habilita la consignación "Cuando fuese dudoso el derecho del acreedor a recibir el pago, y concurrieren otras personas a exigirlo del deudor...", no es imprescindible que, además de las dudas razonables del deudor sobre la persona del acreedor, existan otras personas que pretendan el cobro; pero normalmente la existencia de varios reclamantes del crédito, genera incertidumbre respecto a quien debe efectuarse el pago. 

                         En este caso la actora, como locataria, y el codemandado Cristian Guillermo Bilós, como locador, celebraron un contrato de locación de un inmueble.

                         Cuando la relación jurídica así anudada se estaba desarrollando normalmente, irrumpe en la misma la codemandada María Cecilia Bilós, hermana del locador; quien, atribuyéndose el carácter de propietaria del inmueble alquilado e indicando que desautorizó a su hermano y a su madre para el cobro de los arriendos correspondientes, intima fehacientemente a la locataria para que se abstenga de efectuar a éstos o a cualquier otra persona que no sea ella, el pago de los mismos.

                          Esta es la clara finalidad que tiene la Carta Documento de fojas 11, remitida a la locataria el 3 de noviembre de 2008, y que textualmente dice: "La suscripta, Dra. María Cecilia Bilós, en mi carácter de propietaria de Juan G. Muñoz 411 -por Ud. ocupada- ante inminente vencimiento plazo pago alquiler noviembre 2008, y en cuanto he desautorizado a Cristian Bilós y a María Delia Gil de Bilós a realizar cualquier gestión y cobranza relativa a mis bienes, no serán válidos los documentos y/o recibos que ellos suscriban. Por ello Ud. deberá abstenerse de realizar toda transacción o pago a las personas indicadas, ni a cualquier otra que no fuera la suscripta. A efectos de evitar desinteligencias, le hago presente que según certificado remitido en buenos Aires con fecha 27 de septiembre de 2005 rubricado por el Dr. Miguel Enrique Galli en su calidad de secretario de la Secretaría N°2 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial n°1, en autos caratulados "EL SOL DE BUENOS AIRES CIA DE SEG. S.A. S/ LIQUID S/ INC. VENTA DE INMUEBLE CDAD. DE ROJAS S/ INC. DE REALIZACION DE BIENES" (expte. 64.842) soy la exclusiva adquirente de las Unidades Funcionales 1,2,3 y 5, de Juan G. Muñoz 411/413 e Hipólito Yrigoyen 302/308 de Rojas (B), habiendo tomado posesión judicial de dichos inmuebles mediante mandamiento de fecha 07/09/1999. Por lo expuesto, la cito en mi domicilio de Padre Sánchez 356, Rojas, para que exhiba recibos de pagos realizados, para ratificar el contrato vigente y abone el precio del alquiler".

                        Habiendo comunicado la actora al locador dicho reclamo (ver Cartas Documento de fs. 7 y 9), éste le exige a aquella el cumplimiento del contrato suscripto entre ambos, haciendo expresa mención de que se encuentra investido de derechos para dar el inmueble en locación.

                        Esto surge de la Carta Documento que Cristian Bilós le remitiera a Silvia Berruti en fecha 6-12-2008, cuya parte pertinente dice así: "...A- Usted debe cumplir con el Contrato de Locación que oportunamente hemos suscripto. Ratificándole que mi Madre Doña María Delia Gil de Bilós, se encuentra autorizada a percibir los cánones locativos y a extender los pertinentes recibos.

                        B- En lo atinente a la unidad funcional que le he dado en locación le aclaro que respecto de la misma por convenio suscripto entre la Sra. María Cecilia Bilós y el dicente en fecha 21-04-01 con intervención de la escribana María Laura Pasalaqua, notaria titular del Registro de Contratos Públicos número 11 del Partido de Rojas tengo legal y suficiente derecho para el acto objeto de la relación que no une y que usted debe honrar" (ver fs. 6).
                       Por su parte, María Cecilia Bilós, insiste firmemente con su reclamo, cuando el 18-12-2008, le remite a la locataria una Carta Documento cuyo texto es el siguiente: "La suscripta, Dra. María Cecilia Bilós, continuando con mi anterior y habiendo exhibido a vtra. letrada Dra. Aloé documentación que acredita mi dominio sobre el inmueble que Ud. alquila -mientras que el pretenso locador, Cristian Bilós, ni siquiera se ha apersonado a esos efectos- hago efectivo mi apercibimiento de que no serán válidos los documentos y/o recibos que suscriban Cristian Bilós y/o María Delia Bilós y por ello considere éste como último aviso y en el próximo vencimiento del 5 de enero de 2009 pague a la suscripta en mi domicilio Padre Sánchez 356, Rojas, caso contrario consideraré mora su exclusiva culpa pues ya conoce que el inmueble me pertenece y desautoricé a los nombrados para realizar actos válidos en mi nombre" (ver fs. 5).

                       Evaluando el tenor de las misivas reseñadas, considero que la situación generada entre ambos codemandados, quienes simultáneamente se atribuyen un derecho exclusivo y excluyente a la percepción de los alquileres a devengarse, ha producido un lógico estado de incertidumbre en la locataria accionante, quien exhibió una conducta prudente al efectuar los sucesivos pagos de los alquileres por vía de la consignación judicial (arts. 756 y 757 C.Civil).

                       Debe repararse en que Silvia Carina Berruti había quedado fehacientemente notificada de la cesación del mandato que María Cecilia Bilós sostiene haberle otorgado a su hermano para la administración de sus inmuebles, y en que dicha comunicación encerraba la posibilidad de convertir en incorrectos a los pagos que aquella continuara efectuándole al supuesto mandatario, y por ende, la exponía a tener que pagarlos nuevamente a la autoproclamada propietaria del inmueble y mandante del locador (art. 1967 C.Civil).

                       Esta situación de razonable duda, habilita la consignación intentada, más allá de que en un contexto de normalidad contractual, el pago de los alquileres deba hacerse al locador, aunque el mismo no sea el propietario del bien (art. 1556 C.Civil).

                       No se erige en obstáculo para esta conclusión, el planteo efectuado por la codemandada María Cecilia Bilós -abordable por virtualidad del principio de adhesión implícita a la apelación- referido al incumplimiento del principio de integridad en el pago consignado, debido a la falta de pago de los servicios sanitario; de alumbrado, barrido y limpieza; y de energía eléctrica; ya que, si bien la locataria asumió contractualmente el pago de las tasas y el precio correspondientes a los mismos (ver cláusula 11a), la consignación de los montos respectivos hubiera sido improcedente, puesto que no existía ninguna deuda respecto a quienes debía pagárselos.

                        No obstante ello, cabe hacer notar que, luego de la contestación de demanda efectuada por María Cecilia Bilós, la accionante ha ido acompañando con cada una de las boletas de depósito de los alquileres, los comprobantes de pago correspondientes a los períodos referidos a tales servicios.

                       VII- Por todo lo expuesto, corresponde revocar la sentencia impugnada, declarando procedente la consignación efectuada (arts. 756, 757 inc. 4° y 1967 C.Civil).

                       VIII- Atento lo dispuesto por los arts. 68 y 274 del C.P.C., se imponen las costas de ambas instancias a los demandados; lo que me releva del tratamiento del recurso de apelación deducido por María Cecilia Bilós, cuyo tratamiento ha quedado desplazado.

ASI LO VOTO. 

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
                        Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

                         I)- Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fojas 210 por Silvia Carina Berruti; y en consecuencia, revocar la sentencia de fs. 179/185vta., declarando procedente el pago por consignación efectuado por la misma (arts. 756, 757 inc. 4° y 1967 C.Civil). 

                         II)- Las costas de ambas instancias se imponen a los demandados (arts. 68 y 274 C.P.C.).

                        III)- Los honorarios de los profesionales intervinientes se regulan de la siguiente manera:

                        a) Por los trabajos desarrollados ante el Juzgado de Paz: a la Dra. Andrea Isabel Lattanzi, en la suma de pesos dos mil ciento sesenta ($ 2.160) y al Dr. Gustavo Eliseo Trotta, en la suma de pesos mil quinientos ($ 1.500), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (arts. 16 y 21 Ley 8904).

                        b) Por lo trabajos de Alzada: a la Dra. Andrea Isabel Lattanzi, en la suma de pesos seiscientos cincuenta ($ 650) y al Dr. Gustavo Eliseo Trotta, en la suma de pesos cuatrocientos cincuenta ($ 450), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (arts. 16 y 21 Ley 8904).

No corresponde regular honorarios a la Dra. María Cecilia Bilós, quien actuó en causa propia y resultó condenada en costas (art. 12 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES.: RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs.As), 09 de Febrero de 2.010.-

                         AUTOS Y VISTO:
                         Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE                                               RESUELVE:
                        I)- Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fojas 210 por Silvia Carina Berruti; y en consecuencia, revocar la sentencia de fs. 179/185vta., declarando procedente el pago por consignación efectuado por la misma (arts. 756, 757 inc. 4° y 1967 C.Civil). 

                       II)- Las costas de ambas instancias se imponen a los demandados (arts. 68 y 274 C.P.C.).

                      III)- Los honorarios de los profesionales intervinientes se regulan de la siguiente manera:

                      a) Por los trabajos desarrollados ante el Juzgado de Paz: a la Dra. Andrea Isabel Lattanzi, en la suma de pesos dos mil ciento sesenta ($ 2.160) y al Dr. Gustavo Eliseo Trotta, en la suma de pesos mil quinientos ($ 1.500), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (arts. 16 y 21 Ley 8904).

                     b) Por lo trabajos de Alzada: a la Dra. Andrea Isabel Lattanzi, en la suma de pesos seiscientos cincuenta ($ 650) y al Dr. Gustavo Eliseo Trotta, en la suma de pesos cuatrocientos cincuenta ($ 450), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (arts. 16 y 21 Ley 8904).

No corresponde regular honorarios a la Dra. María Cecilia Bilós, quien actuó en causa propia y resultó condenada en costas (art. 12 Ley 8904).

                     Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES.: RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
